
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
PROCESO EJECUTIVO / EXCEPCIONES DERIVADAS DEL NEGOCIO JURÍDICO / OPONIBLES SOLO A QUIEN FUE PARTE EN DICHO NEGOCIO U OTRO TENEDOR QUE NO SEA DE BUENA FE EXENTA DE CULPA / EL DEMANDANTE TIENE LA CARGA PROCESAL DE ALEGAR Y DEMOSTRAR LA MALA FE.
Dijo que el artículo 784 del Código de Comercio enlista de manera taxativa las excepciones que proceden contra la acción cambiaria; en los numerales 12 y 13 faculta proponer otras, derivadas del negocio jurídico que dio origen al título o su transferencia, siempre que el demandante haya sido parte en dicho negocio, o contra cualquier otro demandante que no sea tenedor de buena fe exenta de culpa. (…)
El juzgado, al analizar la excepción de falta de legitimación en la causa, consideró no demostrado que haya sido esa entidad la que “que asumió el negocio jurídico”, de donde infiere la Sala, porque no lo dice expresamente el fallo, que la excepción no le era oponible a la demandante quien fue ajena al negocio causal, apreciación que la Sala comparte.

Empero, dejó de valorar lo relacionado con la buena o mala fe de la actual tenedora del título valor…
En virtud de tal principio, el tenedor legítimo, de buena fe, ejerce el derecho incorporado en el título valor de manera independiente respecto de las circunstancias que dieron origen a su creación; motivo por el cual no pueden oponérsele excepciones derivadas del negocio original porque ejercita un derecho propio que no puede decidirse con fundamento en relaciones anteriores. 

Trasladando los anteriores conceptos al asunto bajo estudio, las excepciones propuestas por el demandado solo le serían oponibles a la demandante de acreditarse que no es tenedora de buena fe exenta de culpa, hecho que debe demostrar quien lo alega de acuerdo con el artículo 835 del Código de Comercio…
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HECHOS: El demandado aceptó a favor de la señora Miriam del Carmen García una letra de cambio que posteriormente endosó en propiedad a la demandante, por la suma de $51.000.000; ese documento se suscribió el 23 de mayo de 2011, para ser pagado el 23 de agosto de 2012 con sus intereses de plazo y mora, a la máxima legal autorizada; el demandado no ha cancelado capital ni intereses y el plazo se encuentra vencido.

PRETENSIONES: Librar mandamiento de pago a favor de la demandante y a cargo del demandado por la suma de $51.000.000 como capital y por sus intereses de plazo y mora, a la tasa máxima legal autorizada. (F. 3 y ss, C 1)

MANDAMIENTO DE PAGO: Se libró el 5 de mayo de 2015, en la forma solicitada. (F. 13, C 1)
PRONUNCIAMIENTO DE LA PARTE DEMANDADA: Por medio de su apoderado adujo que firmó la letra de cambio a MUNDO AUTOS y constituyó prenda sobre el vehículo que compró en ese establecimiento; no conoce a Miriam del Carmen ni a la demandante y la letra de cambio la pagó a aquella entidad; el plazo se pactó en 4 años desde 2011; no hizo ninguna negociación con la demandante; siempre pagó intereses al 2.5% mensual, prohibida por la ley. Se opuso a las pretensiones y como excepciones de fondo formuló las de pago, falta de legitimación para demandar y cobro de intereses de usura. (F. 44, C 1)
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA: se dictó el 7 de junio de 2018. En ella se declararon no probadas las excepciones de fondo, excepto la de cobro de intereses de usura y se decretó, en consecuencia, la pérdida de intereses; se ordenó seguir adelante la ejecución, solo respecto del capital y se condenó a la parte demandada a pagar el 50% de las costas causadas.

Para decidir así, estimó que la demandante sí está legitimada en la causa para demandar, porque no está demostrado que la obligación por la que se ejecuta se haya adquirido con Mundo Autos; tampoco se probó el pago alegado, aunque sí el cobro excesivo de intereses. (Se entrega copia de la transcripción de la sentencia).
APELACIÓN: El demandado impugnó el fallo. (Se entrega copia del documento que contiene los reparos)
SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA:  
Se procede a dictar sentencia de segunda instancia, con motivo del recurso de apelación que interpuso el apoderado judicial de la parte demandada, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, el 7 de junio de 2018, en el proceso ejecutivo instaurado por Ruby Rubiano Alzate contra Orlando Arias Alzate.

CONSIDERACIONES
1. Las partes estén legitimadas en la causa, como lo concluyó el funcionario de primera sede en la providencia que se revisa y no se ha producido nulidad alguna que afecte le validez de lo actuado.

Es necesario sin embargo resaltar que este proceso no hizo tránsito legislativo el 1º de noviembre de 2016, cuando se señaló fecha para audiencia de instrucción y juzgamiento con fundamento el inciso 1º, numeral 4º del artículo 625 del CGP, porque para cuando este comenzó a regir ya había precluido el traslado para proponer excepciones y por tanto, ha debido tramitarse con base en la legislación anterior, hasta el fallo de primera instancia, que se produjo el 7 de junio de 2018, como lo dispone el inciso 2º de ese mismo numeral. Por tanto, no se configuró la nulidad que consagra el artículo 121 del mismo código.
2. De acuerdo con los argumentos planteados por la parte  demandada al sustentar el recurso de apelación, corresponde a esta Sala establecer si las excepciones de fondo que propuso y que denominó falta de legitimación para demandar y pago de la obligación, han debido declararse prósperas.
El funcionario de primera sede se abstuvo de hacerlo. 
Dijo que el artículo 784 del Código de Comercio enlista de manera taxativa las excepciones que proceden contra la acción cambiaria; en los numerales 12 y 13 faculta proponer otras, derivadas del negocio jurídico que dio origen al título o su transferencia, siempre que el demandante haya sido parte en dicho negocio, o contra cualquier otro demandante que no sea tenedor de buena fe exenta de culpa.
En relación con la falta de legitimación en la causa para demandar, después de leer los artículos 624 y 625 del CCo, concluyó que se cuenta con un título valor firmado por el ejecutado, quien no excepcionó al respecto; ese documento se encuentra en poder de un tercero, a quien se presume le fue entregado conforme a la ley de circulación, sin que haya prueba que demuestre que fue Mundo Autos la persona jurídica que asumió el negocio jurídico; por el contrario, el certificado de tradición del vehículo taxi SJU 625 del 23 de mayo de 2011, registra una pignoración a nombre de Miriam del Carmen García desde el 23 de mayo de 2011. En consecuencia, el negocio causal al que hace alusión la parte ejecutada surgió entre personas naturales y no encuentra cómo, los pagos hechos a Mundo Autos, afecten la integridad del título valor motivo de recaudo.
Respecto del pago de la obligación, expresó que en el cuerpo de la letra de cambio no se hizo constar hecho como ese; el demandado la suscribió a la orden de Miriam del Carmen García, quien a su vez la endosó en propiedad a la demandante y aunque aparecen unos recibos de pago, realizados por el demandado “que indican sobre pignoración o intereses con relación al vehículo SJU 625, no se encuentra una relación y vínculo entre Mundo Autos y la acreedora principal, la acreedora endosataria y el ejecutado, el titulo valor motivo de recaudo es autónomo, y legalmente nada descarta que el demandado hubiera tenido otros negocios con terceros e incluso con Mundo Autos.”
3. El problema jurídico a resolver guarda estrecha relación con el principio de autonomía que caracteriza los títulos valores, pues el ejecutado sustentó las excepciones propuestas en el hecho de haber tenido origen el título valor aportado como recaudo ejecutivo, en la venta que de un vehículo le hizo “Mundo Autos”, cuyo valor pagó.

El juzgado, al analizar la excepción de falta de legitimación en la causa, consideró no demostrado que haya sido esa entidad la que “que asumió el negocio jurídico”, de donde infiere la Sala, porque no lo dice expresamente el fallo, que la excepción no le era oponible a la demandante quien fue ajena al negocio causal, apreciación que la Sala comparte.

Empero, dejó de valorar lo relacionado con la buena o mala fe de la actual tenedora del título valor, asunto del que se ocupará este tribunal, porque invocó el impugnante la última al formular los reparos y sustentarlos en primera sede.

En relación con ese principio, ha dicho la doctrina:

“La autonomía y la adquisición originaria. Indudablemente la circulación cierta y segura de los títulos-valores tiene un buen refuerzo en esta característica…, la autonomía implica que la adquisición de un título-valor (de buena fe) es siempre originaria y nunca derivada, lo cual significa que el derecho del adquirente nace en él mismo, ex novo, independientemente del de su tradens o antecesor. Ello explica perfectamente la inoponibilidad, contra el poseedor de buena fe, de todas aquellas excepciones personales que se hubieran podido hacer valer contra poseedores anteriores…”. (De los Títulos Valores en General, Luis S. Helo Kattah, Bogotá, 1973, página 41).
En virtud de tal principio, el tenedor legítimo, de buena fe, ejerce el derecho incorporado en el título valor de manera independiente respecto de las circunstancias que dieron origen a su creación; motivo por el cual no pueden oponérsele excepciones derivadas del negocio original porque ejercita un derecho propio que no puede decidirse con fundamento en relaciones anteriores. 
Trasladando los anteriores conceptos al asunto bajo estudio, las excepciones propuestas por el demandado solo le serían oponibles a la demandante de acreditarse que no es tenedora de buena fe exenta de culpa, hecho que debe demostrar quien lo alega de acuerdo con el artículo 835 del Código de Comercio, según el cual, “Se presumirá la buena fe, aún la exenta de culpa. Quien alegue la mala fe o la culpa de una persona, o afirme que ésta conoció o debió conocer determinado hecho, deberá probarlo.”, tema sobre el cual dice el Dr. Bernardo Trujillo Calle:

“Pero la regla de que aún la buena fe exenta de culpa se presumirá, vino a colocar al tenedor en una posición de verdadero privilegio, y cada vez que el Código de Comercio hable de un tenedor de buena fe exenta de culpa, sabemos ya que es como si estuviera diciendo: Presumo que usted ha sido cuidadoso al tomar el título-valor por averiguar la pureza del documento,  el dominio que sobre él ejercía su tradente, la ausencia de vicios en el contrato subyacente, que usted ha obrado como sujeto cuidadoso, diligente, y no solamente sin malicia. En suma, que su posición de tenedor es intachable. De allí que si alguien alega su mala fe, o la culpa suya en la adquisición de un título vicioso o de persona que no era dueña, o que usted conoció o debió conocer determinado hecho en relación con su derecho de tenedor, deberá probarlo…”. (“DE LOS TÍTULOS VALORES”, Manual Teórico y Práctico, Tomo I, Parte General, 6ª Edición, Librería el Foro de la Justicia, páginas 533 y 534).
En este caso, al formular los medios exceptivos, no dijo el ejecutado que fuera su demandante una tenedora de mala fe exenta de culpa; alegó que no ha celebrado negocios con la persona a cuya orden se aceptó la letra de cambio, ni con la actual tenedora, quien la recibió por endoso e insistió a lo largo de su escrito que celebró un negocio con Mundo Autos, fruto del cual surgió el referido título valor, que ya pagó.

Solo al formular los reparos contra el fallo de primera instancia, se refiere al tema diciendo que el endoso que hizo la inicial beneficiaria a la actual tenedora, tuvo como finalidad sanear el título de las excepciones personales que pudiese proponer, sin que demostraran la existencia de un negocio diferente al que ha mencionado; una, con el concurso de la otra, agrega, han demeritado el pago por él realizado; demandaron pasados varios años, esperando que terminara de hacerlo para cobrarle de nuevo; en la demanda ejecutiva se detecta esa mala fe de ambas, especialmente en la demandante que “prácticamente sanea todas las excepciones personales que pudieren ser propuestas por virtud de la relación subyacente en el negocio inicial” y explica que para montar todo ese entramado, que prácticamente es una estafa, Mundo Autos es la fachada, pues cobra el crédito y expide los recibos, “Es decir, el silencio de la acreedora simplemente hace presumir que aquella es reputada para recibir el pago”. Por eso, la última jamás dijo nada, dio a entender al ejecutado que no había problema con el pago y producido este, lo demanda, pero otra persona, no ella “porque sabe su pecado”.

Así sustenta lo relacionado con la mala fe en la demandante, pero como ya se anunciara, de esa manera no la calificó al formular las excepciones, ni narró los hechos que  como tal permitieran considerarla. En esas condiciones, la demandante no tuvo oportunidad  de ejercer su defensa frente a esa supuesta mala fe que tardíamente vino a alegarse.
Lo mismo puede predicarse de los demás argumentos planteados por el recurrente, quien tras insistir en el negocio que celebró con Mundo Autos, que, según dice, dio origen al título valor que sirve de fundamento a esta ejecución, añadió que creyó que con esa entidad contrataba; sin embargo, al llenar los respectivos documentos o al firmarlos, apareció el nombre de la señora Miryam del Carmen García como acreedora de la letra de cambio y solo a la fecha, entiende que firmó ese documento en blanco o no se fijó a nombre de quién estaba la prenda, así empezó a pagar el precio del vehículo y una vez satisfecha la obligación, se le demanda porque no lo había hecho. Aduce, que según creen, “la demandante se prestó para ser titular de la acción”.
En síntesis, se invocaron hechos nuevos en la apelación, que no pueden ser apreciados sin lesionar el debido proceso de que es titular la demandante y que como fundamental consagra la Constitución Nacional en el artículo 29, pues respecto de ellos, se insiste, no pudo ejercer su derecho de defensa.
En conclusión, como la citada señora no fue parte en el negocio que al decir del ejecutado fue el que dio origen a la letra de cambio que se cobra por medio de esta ejecución, ni se le calificó como tenedora de mala fe exenta de culpa, no le eran oponibles las excepciones de falta de legitimación en la causa y pago propuestas por el ejecutado, ya que esta no se hizo constar en el cuerpo del documento mismo.

Eso justificaba entonces que el juzgado de primera sede dejara de analizar los recibos de pago aportados por el demandado para acreditar la satisfacción de la acreencia y el indicio que considera el apoderado del mismo señor se produjo, porque ese pago empezó a hacerse  un mes después de verificado el negocio jurídico al que se refirió a lo largo del escrito por medio del cual se formularon las excepciones.

CONCLUSIONES Y DECISIÓN 

De acuerdo con lo expuesto, se confirmará la sentencia proferida y se condenará al demandado a pagar las costas causadas en esta instancia, las que se liquidarán por el juzgado de primera sede, con sujeción al artículo 366 del CGP, previa fijación de las agencias en derecho, lo que se hará por auto posterior.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley
F A L L A:

1º CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, el 7 de junio de 2018, en el proceso ejecutivo instaurado por  Ruby Rubiano Alzate contra Orlando Arias Alzate.
2º Costas en esta instancia a cargo del demandado y a favor de la demandante, las que se liquidarán por el juzgado de primera sede con sujeción al artículo 366 del CGP, previa fijación de las agencias en derecho. 

Por su pronunciamiento oral, las decisiones anteriores quedan notificadas en estrados.

Los Magistrados,
CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

DUBERNEY GRISALES HERRERA

EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
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